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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Álvaro F. Lorenzo, 
Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


CONCURREN: Señores Representantes Augusto Cal y Julio César Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Enfermera Ana Packer de 
Davison. (Designación al Centro Auxiliar de Salud Pública de Minas de Corrales, 5a. Sección Judicial del 
departamento de Rivera)". 


A raíz de que este proyecto de ley fue presentado por tres Representantes de Rivera, he pedido al compañero 
Diputado Fernández y al señor Diputado Guido Machado -hoy está su suplente- que nos expliquen 
brevemente de qué se trata esta iniciativa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Antes de hacer la propuesta se consultó a las autoridades de Salud Pública del 
departamento de Rivera, a la comunidad, a la villa Minas de Corrales y a las autoridades nacionales de Salud 
Pública. Todos fueron contestes en el apoyo absoluto a esta propuesta. Adelanto, entonces, que hay todo un 
trabajo previo. 


Tomé en mis manos esta propuesta porque cuando llegué a la Junta Departamental y tomé conocimiento de 
las vidas del doctor Davison y de la enfermera Ana Packer, para mí fue un impacto emocional muy grande. 
Me impactó la calidad humana de estas dos personas que vivieron en Minas de Corrales y compartieron la 
etapa de la minería, su entrega a la población de esa zona y la generosidad que desplegaron durante casi 
cincuenta años. 


En 1960, por intermedio del doctor Ros, también médico de esa localidad, Minas de Corrales brindó un 
homenaje a estas dos figuras ya desaparecidas inaugurando un monumento del escultor Belloni, que aún está 
en el pueblo. El discurso del doctor Ros fue publicado por la Cámara de Senadores en 1961 a pedido del 
Senador Alfredo Lepro. 


Hay un trabajo recientemente publicado sobre historia de la enfermería, que fue presentado en Río de Janeiro 
y ganó el primer premio. El libro se llama "Ana Packer, construyendo el saber y hacer enfermero.- De 
Inglaterra a Cuñapirú- Corrales.- 1841-1930". Estos son los años de nacimiento de Ana Packer en Inglaterra y 
de su fallecimiento en Minas de Corrales. 


Esta enfermera llegó a Minas de Corrales en el año 1882. En la exposición de motivos transcribo una breve 
reseña del doctor Ros, que describe la realidad de esa zona minera del Uruguay y de la enorme cantidad de 
gente que llegó allí de los más diversos lugares del mundo: Alemania, Inglaterra e Italia, y de América 

argentinos, brasileños, chilenos, peruanos, etcétera, a la búsqueda del oro, que siempre atrae al ser humano. 


Allí llegó en 1880 el doctor Davison, médico uruguayo que se había recibido en Inglaterra. En 1882 llegó 
Ana Packer, una enfermera inglesa, que lo había conocido en Inglaterra, para casarse con él en Minas de 
Corrales. Es así que el matrimonio emprende esa obra extraordinaria en lo que tiene que ver con la atención 
de la salud. 


En el libro mencionado se explica cómo la enfermería se ha ido desarrollando en el mundo desde el siglo 
XVIII hasta el presente, transformándose en una profesión que tiene su estilo, su filosofía y sus métodos de 
trabajo, lo que le ha ganado gran reconocimiento. Ana Packer llegó de Inglaterra con profundos 
conocimientos que brindó en Minas de Corrales. Era una profesional, una nurse, que había obtenido su título 
en Liverpool. En este libro -que voy a dejar a la Comisión- se detalla cómo trae una cantidad de 
conocimientos que va incorporando a la sociedad de Minas de Corrales. 


Aporta el conocimiento de la importancia de la alimentación, diciendo, por ejemplo, que la carne, el pan y la 
leche son los símbolos del vigor físico y mental de los uruguayos. Esto no solamente se dijo allí sino también 
a compañeros maestros que han hecho cursos internacionales, donde siempre les reconocen que los 
uruguayos tienen esa capacidad que se destaca en el mundo, por su alimentación. Lamentablemente, hemos 
sufrido un retroceso en ese sentido, pero el pan, la leche y la carne son los que permiten el desarrollo físico 
del hombre uruguayo que lo destacan con respecto a los demás países de Latinoamérica. 


Además, ya en aquella época establecía la importancia del aire libre, lo que también está expresado en su 
biografía. Me refiero a la necesidad de ventilar, de que haya aire puro. 


Ella también cumplía la función de partera. Yo invité al Diputado Guido Machado a que firmara el proyecto 
porque toda la sociedad riverense siente por Ana Packer y por el doctor Davison un respeto que se trasmite a 
través de generaciones. Él me dijo: "¡Cómo no firmarlo, si mi padre nació en las manos de Ana Packer!" 
Entonces, me produjo gran alegría saber que Guido compartía -como todos los riverenses desde el siglo XIX- 
la necesidad de homenajear la labor que cumplieron estos dos profesionales en Minas de Corrales. 


En aquella época -todo lo que estoy diciendo está documentado- ya planteaba la necesidad de que el niño se 
alimentara con la leche materna. Ella expresaba que era el mejor alimento y que no había ninguno que lo 
pudiera sustituir. Estas ideas las trasmitió y las fue haciendo carne en la población de esa época, que era de 
alrededor de dos mil personas, gente minera y de campo. 


Recorría a caballo todas las zonas rurales y no cobraba. Tenía una pensión que recibía de Inglaterra y salía a 
realizar esas tareas en forma gratuita, atendiendo fundamentalmente a las personas más humildes. Salía a 
caballo, con lluvia, con frío; todo el mundo lo atestigua. En ningún lugar donde se necesitara su apoyo 
dejaban de estar. En verdad, la obra que realizaron en Minas de Corrales fue excepcional. 


La propuesta que hacemos de que el Centro Auxiliar de Minas de Corrales lleve el nombre de Ana Packer es 
también un homenaje al trabajo humano, a la abnegación de las enfermeras en todo el Uruguay. Debo decir 
que mi señora es enfermera universitaria y una de las autoras de este libro. 


En la guerra de 1870 la presencia de Ana Packer fue fundamental porque armó un hospital de sangre, como 
se llamaba en aquella época, en Minas de Corrales, mientras el doctor Davison estaba en el frente de batalla. 


En el libro pueden ver una foto del rancho en que vivía en Minas de Corrales. Allí albergaban a las personas 
que venían a atenderse, inclusive, cuando se trataba de partos. El pueblo de Minas de Corrales hizo una 
campaña en secreto y les construyó la casa que figura en otra fotografía, que todavía existe y que algún día 
será un museo. Un día el doctor Davison y Ana Packer venían del campo de atender a sus enfermos y se 
encontraron con que su ranchito estaba vacío. Sus vecinos les habían llevado sus pocos muebles a la casa. Él 
se resistió durante un tiempo a mudarse, porque no era suya, pero el pueblo de Minas de Corrales la había 
construido en reconocimiento de la abnegada labor del matrimonio. 


Además, creo que esto debe ser un homenaje a la mujer. 


La idea que anima el libro es que la historia que no se escribe se va perdiendo, y estas dos figuras deben estar 
no solo en el corazón de los uruguayos sino que su historia debe ser escrita para que las generaciones futuras 
sepan que en este país hubo gente que dedicó su vida al servicio de los demás. 


SEÑOR CAL.- Para mí es un honor y un privilegio compartir estas consideraciones sobre esta enfermera que 
colaboró ampliamente en el desarrollo de la villa Minas de Corrales. 


No hay mucho más que agregar a lo precedentemente expuesto por el señor Diputado Fernández. Sí quiero 
reafirmar lo que significó esta conducta de abnegación, de sacrificio de Ana Packer y su esposo, el doctor 
Davison, para el desarrollo de este pueblo que luego se tornó villa, porque no solamente colaboraron en la 
formación de la idiosincrasia del pueblo sino también de la de los riverenses. Creo que es importantísimo 
destacar la calidad humana y, sobre todo, el espíritu de filantropía de esta mujer. Por eso me uno a las 
palabras del señor Diputado Fernández y quiero agradecer a la Mesa la oportunidad de considerar este 
proyecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero aclarar que el señor Diputado Romero Cabrera no está presente pero está 
totalmente de acuerdo con esto. Él está trabajando en aspectos de turismo realmente importantes para Minas 
de Corrales. Yo también estoy tratando de colaborar en lo que tiene que ver con las Minas de Corrales y de 
Cuñapirú, que hoy son ruinas. Es lamentable la depredación que allí se está produciendo. El otro día 
estuvimos de visita con el Embajador de Alemania y apreciamos las máquinas de la época en que el 
ferrocarril llegaba a Durazno y había que llevar esas máquinas en carretas y carros a Cuñapirú. Quisimos ver 
de qué fecha eran pero les habían quitado las chapitas de bronce. Están llevándose todo lo que es patrimonio 
del lugar. Por ejemplo, la represa hidroeléctrica ubicada en ese lugar está considerada como la primera que 
tuvo el Uruguay, porque Minas de Corrales contó con luz eléctrica muchos años antes que la ciudad de 
Rivera. Es infame cómo se está deteriorando todo eso que es propiedad de UTE. Estuvo bajo la custodia de la 
Intendencia Municipal pero hoy todo está abandonado y debemos recuperarlo rápidamente porque es un 
crimen lo que está pasando con ese patrimonio que no sólo es de Rivera sino de todo el Uruguay. Es una 
lástima. 


Por eso se escribió este libro: para que todo esto no se perdiera. Al menos, lo que está escrito queda. 


Quiero agregar otra cosa. Ahora las minas están trabajando; Minas de Corrales está muy bien pero cuando 
por diversas razones se deja de explotar el oro, el pueblo se hunde. El doctor Davison estuvo en esas épocas y 
formaba cooperativas, pagaba y ayudaba a los obreros para que siguieran extrayendo el oro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de toda la Comisión les agradezco -especialmente al señor Diputado 
Fernández- no sólo las explicaciones sino el entusiasmo, que creo que nos ha convencido a todos. Realmente, 
esto me parece muy interesante. Es criterio de este Presidente -y creo que en el futuro seguirá siendo así- que 
cuando se presenten este tipo de proyectos concurran a la Comisión los proponentes. Creo que en este caso 
eso se ha cumplido a cabalidad. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Tenemos una segunda intención. La Embajada Británica va a dar amplio apoyo al 
Hospital de Minas de Corrales, que está muy deteriorado. Estuve esta semana de visita y hay que destacar la 
labor de los médicos y del personal de enfermería. Esa zona es una verdadera boca de lobo, no hay luz y se 
encuentra en un estado deplorable. Pensamos que una vez que contemos con esta nominación vamos a poder 
contar con apoyaturas importantes para cambiar el Hospital. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nuevamente este informe que tuvo ribetes que, de pronto, con la sola 
presentación del proyecto de ley no se hubieran alcanzado, sobre todo, por lo bien fundamentado que estuvo. 


En discusión el artículo único del proyecto. 
(Se lee:) 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR ORTUÑO.- En nombre de nuestra bancada queremos plantear la inclusión en el orden del día del 
proyecto de ley que viene con media sanción de la Cámara de Senadores -recientemente ingresó a la nuestra 
Comisión-, cuyo artículo único sustituye el artículo 341 del Código Penal, exhortando a una pronta 
consideración y aprobación. 


Su exposición de motivos es muy breve y expresa: "Justifica la modificación propuesta, salvar la omisión 
ocurrida en el texto aprobado por la Ley N* 17.897, seguramente derivada de las numerosas adiciones al 
artículo 341 del Código Penal. La intención del artículo 16 de la ley era derogar el régimen del delito de 
hurto agravado que fuera establecido por el artículo 65 de la ley de urgencia N* 17.243 en el cual se elevó el 
guarismo punitivo de determinadas conductas que eran castigadas en el Código Penal con una pena mínima 
de prisión; -por ejemplo- ocultarse en un edificio para cometer un hurto, o apoderarse con destreza o 
mediante sorpresa de un bien mueble ajeno. La modificación propuesta implica retornar al régimen anterior a 
la Ley N* 17.243, en el cual el reproche punitivo se equipara a los demás hurtos agravados de conformidad al 
artículo 341 del Código Penal". 


Este proyecto subsana un trámite que incluimos en la ley a que se hace referencia, y nos parece que, en la 
medida en que se vuelva a una situación anterior, su consideración es de trámite rápido y seguramente 
podemos aprobarlo desde todas las bancadas. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En función de cómo ha sido el trámite de aprobación de este proyecto en la 
Cámara de Senadores, donde logró la unanimidad, suponiendo que no generará mayores discusiones, 
mociono para incluirlo como primer punto del orden del día, procediendo a su votación en este momento. 
(Dialogados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


En discusión el proyecto que tiene sanción del Senado, relativo a la modificación del artículo 341 del Código 
Penal, en la redacción dada por la llamada ley de humanización del sistema carcelario. 


SEÑOR LACALLE POU.- Este legislador ni siquiera tiene tiempo para leer el Código Penal. A mí lo que 
hagan los Senadores, me tiene sin cuidado. Yo, como legislador, por lo menos tengo que tener tiempo para 
leer el Código Penal, porque si no le van a errar. Le erraron hace dos meses con una ley y ¿puedo estar seguro 
de que no le van a errar de nuevo? 


Aquí ni siquiera se está haciendo un intermedio de cinco minutos para que un legislador diga que se vuelva 
atrás en algo que se hizo mal. Me parece totalmente fuera de lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos dispuestos a conceder una prórroga, pues simplemente queremos que el 
tema ingrese al orden del día. 


Voy a hacer una corrección. Yo no me siento involucrado en lo que se ha expresado porque no siento que 
haya errado y tengo mis reservas en cuanto a si está mal lo que se hizo, aunque eso no importa. Pero en todo 
caso, el lugar de "erraron" se debería decir "erramos". Además, este tema pasó por la Cámara de Diputados y 
la de Senadores y nadie advirtió esto que se está haciendo aquí. 


De todos modos, si los señores y señoras legisladoras están de acuerdo propongo que tratemos este tema 
como primer punto de la próxima sesión. 


(Dialogados) 


Se pasa a intermedio por diez minutos. 
(Es la hora 10 y 52) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 5) 
En discusión el artículo 341 del Código Penal. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo y se propone al señor Diputado Salsamendi como 
miembro informante. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración el segundo punto del orden del día: "Registro Nacional de Deudores Alimentarios. 
Creación". 


Estuve leyendo la versión taquigráfica de la Comisión -que ha trabajo mucho y bien en este tema- y tengo 
una inquietud que les voy a trasmitir. En el artículo 3%, dice "Inscripción" y figuran los requisitos o lo que 
debe contener el documento en el cual se va a inscribir la deuda alimentaria. Se establece lo siguiente: "(...) 
A) Nombres y apellidos y domicilio del obligado.- B) Número del documento de identidad del obligado.- C) 
Monto y cantidad de cuotas de pensiones incumplidas.- D) Nombres y apellidos y domicilio de los 
beneficiarios”. Acá creo que se presenta un problema práctico que es complicado. Frecuentemente, la persona 
que demanda a otra no conoce el número de su documento de identidad. No sé si esto sucede en la mayoría 
de los casos, pero sí pasa muchas veces. Naturalmente, si este artículo 3” queda redactado así, una solicitud 
de inscripción que viniera sin el número de documento de identidad se rechazaría por falta de un requisito. 
Conociendo cómo operan los Registros en este país, me consta que esto será así siempre y no va a haber 
ninguna circunstancia que amerite la inscripción si no se tienen estos cuatro elementos. Tenemos que ver 
cómo hacemos para que la inscripción se produzca aunque se desconozca el número de documento de 
identidad del obligado. A su vez, debemos procurar que la inscripción se realice bien. Si un individuo se 
llama Pérez Pérez, Pérez Fernández, Rodríguez Fernández, Martínez Fernández o tiene tantas otras 
combinaciones de apellidos comunes, ello traerá como consecuencia cierta confusión que es imprescindible, 
por lo menos, tratar de evitar. 


Me parece que esto se solucionaría si a este artículo 3” se le agregara algún inciso que dijera: Si quien realiza 
la inscripción no conoce el número de cédula de identidad del obligado deberá explicitar sumariamente esta 
circunstancia ante el Registro. El Registro notificará en su domicilio intimándolo a suministrar el número de 
su cédula de identidad, con un plazo de cinco días a partir de la notificación. El Registro comunicará esta 
circunstancia al Juez de la causa, el que podrá imponer astreintes si el intimado no suministra la información 
requerida. 


SEÑOR LACALLE POU.- Comprendo la inquietud del Presidente, pero esa circunstancia no se va a dar. Y 
no se da desde el momento en que esos datos son verificados anteriormente. 


Para ser deudor alimentario tienen que darse todos los supuestos establecidos en el artículo 2* y quien registra 
no es un particular sino el juez a pedido del particular. Entonces, no es "Juan Pueblo", Fulano o Mengano que 
sale a inscribir sino que en el artículo 3” claramente se establece la verificación de los extremos previstos en 
el artículo 2”. Por ende, puede haber una sentencia, si no hay un convenio o un acuerdo, todo documentado 
previamente. Ahí ya constó el número de cédula de los obligados o del obligado y es a pedido de parte que el 
juez debe hacer ese tipo de inscripción. Reitero que no es un ciudadano común y corriente el que hace esta 
inscripción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es un ciudadano común y corriente, pero puede pasar perfectamente que el 
demandado no se presente nunca y entonces nadie sabrá el número de documento. Si esto es consecuencia de 
un contradictorio en el que alguien demandó alimentos y el otro contestó, entonces allí sí va a aparecer ese 
dato porque uno de los requisitos para la contestación de la demanda es que el individuo se presente y ponga 
su número de cédula. Pero puede pasar perfectamente que se demande, que el individuo no se presente nunca 
y que haya una sentencia, que será contra Juan Pérez, del que nadie conoce el número de documento. O sea 
que esta circunstancia se va a dar porque para que estos requisitos se cumplan es necesario que haya algún 
contradictorio, algún documento, algo. 


Además, supongamos que hay un documento, tal vez un convenio, que pudo haber sido privado y se 
judicializa en el momento que hay incumplimiento o un convenio no homologado que en el momento que se 
incumple se presenta y se dice: "Acá está el convenio". El juez falla, pero el otro no tiene por qué presentarse 
y no se presenta. Entonces, hay circunstancias que debemos tener presente porque, de lo contrario, habrá una 
trancadera relativamente importante. Y no digo que esto abarque a la mayoría de los casos, pero con que sea 
el 10%, es una cantidad inmensa. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Cuáles son las circunstancias por las cuales uno tiene la obligación de servir una 
pensión alimentaria? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y tiene que haber una sentencia judicial. Sin embargo, puede haber una sentencia 
judicial sin que el otro se haya presentado. Puede no haber matrimonio, puede no haber documentación de 
ese tipo, que trae como consecuencia que sea difícil identificar los números de la documentación. 


SEÑOR LACALLE POU.- No me entendió. ¿Por qué surge la obligación? No surge porque voy caminando y 
alguien me dice: "Usted: ¡vaya y pague una pensión!" ¿Cuáles son las circunstancias? ¿Qué calidad tengo 
que revestir para ser sujeto activo de esa obligación? 


SEÑOR SALSAMENDI .- El tema es bien concreto. 


Cuando se presenta una demanda, uno pone todos los datos del demandado y del demandante, pero no es 
obligación que figure la cédula de identidad, por razones obvias, porque en buena parte de los casos puede no 
conocerse. 


Si el demandado no contesta la demanda y, eventualmente, no se presenta a la audiencia, de todos modos 
puede ser condenado al pago y, en ese caso, este dato no figurará o no surgirá del expediente judicial. Por lo 
tanto, esa circunstancia puede llegar a ocurrir, independientemente de lo cual será un deudor alimentario, 
cuyos datos a los efectos de la inscripción no van a surgir del expediente. Además, puede ocurrir que la otra 
parte efectivamente desconozca, no se acuerde, etcétera, del número de cédula del eventual obligado. 


Esa es la situación concreta que se intenta salvar con esto. 


SEÑOR CÁNEPA.- La explicación dada por el señor Diputado Salsamendi es clara. Solo a los efectos de 
abundar para que quede claro, pedí el CGP a la Secretaría porque el artículo 117 del mismo Código, que 
establece la forma y contenido de la demanda, lo único que solicita en el caso del demandado, en el 

numeral 3, es su nombre y domicilio. O sea que por obvias razones prácticas, sabemos que no hay obligación 
de incluir el número de cédula. De otra manera, sería imposible demandar a mucha gente. Si hubiese 
contestación no tendríamos problemas porque otro artículo del Código General del Proceso establece que 
para contestar la demanda se debe tener los mismos elementos que la demanda realizada, o sea que debe 
tener la cédula de identidad. El único problema es el que correctamente plantea el Presidente de la Comisión 
en caso de que exista una sentencia. 


Quiero aclarar que la pensión alimenticia puede ser provisoria o definitiva. A la provisoria se le llama 
sentencia interlocutoria o merointerlocutoria. Hay pensiones alimenticias que generan obligación; en este 
proyecto de ley estamos diciendo que también genera obligación y que puede configurarse como deudor 
alimentario aun quien no sirva la pensión provisoria. Quiero que quede claro que no es necesaria una 
sentencia definitiva de pensión alimenticia sino que la sentencia interlocutoria que establece la pensión 
provisoria genera obligación y el no pago de tres cuotas alternadas o consecutivas configura deudor 
alimentario, de acuerdo con lo que votamos en la sesión anterior de la Comisión. 


En mi opinión deberíamos resolver el problema puntual ya que en la práctica la sensación que tengo, por mi 
corta experiencia, es que el demandado muchas veces no se presenta en ningún momento. 


SEÑOR LACALLE POU.- No debo haber sido claro. Lo que quiero preguntar a los juristas de la Comisión 
es: ¿cuáles son las circunstancias objetivas de una persona para tener que cumplir con la obligación 
alimentaria? 


SEÑORA TOURNÉ.- Lo establece el artículo 350 del Código Civil que dice que en los divorcios tiene que 
quedar fijada la tenencia, las visitas y la pensión alimentaria. 


SEÑOR LACALLE POU.- En base a lo que dice la señora Diputada y jurista Daisy Tourné, jamás van a 
faltar esos datos porque para que haya habido matrimonio debe constar la cédula, y entonces el Juez puede 
recabar los datos en cualquier lado. Aunque la demanda judicial por no haber cumplido con las pensiones 
alimenticias no lleve la cédula, cualquier Magistrado puede saber por qué surgió la obligación y por qué no 
se cumplió, pues fulano y mengano estaban casados. Y para contraer matrimonio sí o sí tengo que llevar la 
partida de nacimiento y la cédula de identidad. Entonces, es imposible que un Juez no pueda acceder al 
documento establecido. Reitero: no es al que se debe la pensión quien tiene que recabar los datos, sino el 
Juez. No sé, señor Presidente, si se me está prestando atención, pero los datos están, necesariamente, porque 
cuando surgió la obligación a la persona se le pidieron los datos filiatoirios, el domicilio y la cédula de 
identidad. Reitero que para contraer matrimonio se exige la cédula y si no, que alguien me muestre un acta de 
matrimonio en la cual no figure la cédula. 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Diputado Lacalle Pou sabe que la pensión alimenticia no está vinculada al 
instituto matrimonial, no tiene absolutamente nada que ver, es un instituto jurídico distinto. Se sirve pensión 
alimenticia no por el hecho del matrimonio, sino por la responsabilidad directa con el menor o con el incapaz. 
El bien tutelado es el menor o el incapaz y puedo asegurar que son muchos más los casos en los que no existe 
vínculo matrimonial. 


El señor Diputado Lacalle Pou sabe también que en los casos de pensión alimenticia no solamente están 
involucrados el padre o la madre, sino que la responsabilidad también la pueden tener los abuelos u otros 
familiares directos. Nosotros queremos crear este mecanismo para salvaguardar los intereses de los 
beneficiarios cuando un Juez determina que hay una persona responsable de servir la pensión alimenticia y 
no lo cumple. 


Creo que el problema práctico que plantea el Presidente es real y objetivamente existente. Cuando el señor 
Diputado Lacalle Pou dice que será el Juez quien deberá decidir a pedido de parte, yo digo que siempre es el 
Juez quien debe hacer el oficio porque se establece que a pedido de parte se solicita un escrito y el Juez 
manda a hacer un oficio para enviarlo el Registro. 


(Interrupción del señor Diputado Lacalle Pou) 


Estoy tratando de seguir el razonamiento; no estoy tratando de enseñarle nada a nadie, simplemente 
estoy diciendo lo que pienso. Lo que quiero es explicar por qué la hipótesis que planteó el Presidente de la 
Comisión me parece correcta. No es mi intención enseñar nada. Trato de decir que es correcta la apreciación, 
no solamente en materia jurídica sino que la experiencia práctica nos dice que esto sucede en innumerables 
ocasiones en las que es muy difícil conseguir algunos datos para llegar a hacer efectivo el derecho que se 
tiene a través de una sentencia. Por lo tanto, creo que deberíamos volver a redactar el artículo 3* para incluir 
esta hipótesis dentro de las consideraciones. 


El señor Diputado Lacalle Pou me conoce bien y le pido disculpas porque yo jamás vengo a esta Comisión a 
enseñar a nadie; al contrario, en muchas oportunidades vengo a aprender. Simplemente quería ir paso a paso 
porque así me gusta hacerlo para ir construyendo mi razonamiento. A veces necesito partir de lo básico para 
llegar a lo más complicado, por eso lo hago como ejercicio para poder construir la argumentación que quería 
explicitar. 


SEÑORA TOURNÉ.- Hay dos grandes casos en que una persona se convierte en deudor o deudora o, por lo 
menos, tiene la responsabilidad de servir pensión. Uno es el caso de divorcio pero, también, como muy bien 
explicaba el señor Diputado Cánepa, la mayoría de los casos se dan en concubinatos donde no hay un vínculo 
matrimonial que obligue -como en el caso de divorcio- a que una de las previas sea el establecimiento de la 
pensión. En este último caso se va por el juicio de pensión alimentaria. Estas son las dos vertientes. 


Soy maestra y psicóloga social; no soy jurista, soy Diputada, lo que es muy importante. Creo que lo que 
explicaba el señor Diputado Orrico puede ser una realidad porque en cualquiera de los dos casos, ya sea en el 
divorcio como en el juicio por pensión alimentaria, la parte demandada puede no presentarse y no figurar la 
cédula de identidad. En todo caso, la modificación que el señor Diputado Orrico propone es justamente para 
salvar esos casos, que no sabemos cuántos son pero que pueden darse, en los que no figure la cédula ya que 
esto significa un trancazo a la posibilidad de hacer operativo el proyecto de ley que estamos discutiendo y 
aprobando en esta Comisión. Me parece que ese es el objetivo: clarificar el punto de modo que el registro no 
diga que como la cédula de identidad no aparece en el expediente -aclaro que el expediente sí existe- no 
podemos cumplir con uno de los términos que establece la propia ley y, por lo tanto, "marche preso". Eso es 
lo que el señor Presidente quiere evitar. No tengo experiencia; conozco casos concretos pero no sé si la 
cédula de identidad va o no. Debo creer en los colegas que tan acertadamente advierten cuál es la realidad. 
No quisiera que por no incluir una pequeña modificación que aclare los términos dejemos por fuera ciertos 
casos. 


Quiero aclarar que este proyecto de ley, a pesar de que lo que lo he apoyado y defendido durante años y ojalá 
se apruebe en el día de hoy, tampoco abarca el universo de los deudores; van a quedar muchos afuera. Por lo 
tanto, no quisiera que por una pequeña omisión o generalidad dejemos a otra tandita más de deudores por 
fuera, además de los que ya van a quedar, que son unos cuantos. 


Esa es la reflexión que quería hacer, en la búsqueda de un consenso. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Este es uno de los tantos problemas generales que se plantean con las cuestiones 
relativas a la documentación, al no existir una única. Tengo el absoluto convencimiento de que en la 
inscripción de los nacimientos no figura a cédula de identidad de los padres. Por lo tanto, de ahí no va a 
surgir la información. En cuanto a la partida de matrimonio, tengo alguna duda; estoy casi convencido de que 
tampoco figuran las cédulas de identidad. En la mayoría de los casos en que no existe matrimonio y que se 
plantean pensiones alimenticias, ya sea para menores de edad, incapaces o cualquiera de los eventuales 
cónyuges -en ese caso la documentación tiene otras características-, el problema es absolutamente insoluble. 
En los casos en que existe matrimonio el problema también se presenta con grado de dificultad cuando no 
hay contestación de la demanda ni participación en ninguna de las instancias del juicio, cosa que es bastante 
más habitual de lo que lamentablemente uno quisiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se presenta un juicio de pensión alimenticia, no importa si las personas están 
casadas, separadas, tuvieron una relación sexual casual o si ni siquiera tienen vínculo directo de padres, 
porque la obligación alimenticia puede llegar a otros; el Juez fija una pensión alimenticia provisoria. La 
naturaleza jurídica de esa sentencia no la vamos a discutir acá, pero importa saber que los juicios por pensión 
alimenticia tienen una sentencia provisoria o, por lo menos, no tienen el carácter de definitivas de otras 
debido al cambio de circunstancias. Por ejemplo, si yo estoy suministrando una pensión alimenticia y saco el 
"5 de Oro", voy a estar en mejores condiciones y voy a tener que pasar más que antes que tenía un empleo en 


una Intendencia y ganaba $ 4.000 mensuales. Eso es lo que hace que esta situación sea tan dinámica. Lo 
importante es que al presentarse una demanda inmediatamente se fija una pensión alimenticia provisoria. 


La otra parte, el legalmente obligado, todavía no se presentó, puede no presentarse y no aparecer nunca. En 
las partidas no aparecen los números de las cédulas de identidad y no hay lugar de donde sacarlos, salvo 
contratando a un detective, pero en este tipo de juicios no podemos prever esas cosas. 


Este es un problema práctico que uno ha vivido en otro tipo de casos. De pronto, ante un problema de deuda, 
que no tiene por qué ser alimentaria, uno no puede inscribir a la persona en algún Registro porque le falta 
algún dado. En este caso, el Registro no va a inscribir a la persona. Es importantísimo que los datos estén, 
porque cuanto más datos se suministran a un Registro, más precisión se tiene en la consulta. Por ejemplo, 
como mi señora tiene un apellido común, se llama María Cristina Martínez, cada vez que voy a comprar algo 
tengo que ir a buscar a un escribano para que me diga que los miles de embargos que aparecen a nombre de 
Martínez en el Registro no corresponden a mi señora. Esa circunstancia hay que tratar de evitarla poniendo el 
número de cédula. Pero ese requisito para hacer las cosas más prolijas no se puede transformar en un 
obstáculo porque, de lo contrario, estaríamos impulsando a que quien es demandado por pensión no se 
presente nunca; basta el solo hecho de que oculte su documentación para que no aparezca inscripto. 


Entonces, el ideal es que esto se cumpla; no obstante, si el que va a inscribir no conoce la cédula y lo 
manifiesta ante el Registro sumariamente, este intima en el domicilio al obligado a que en un plazo 
razonable, cinco días, diga cuál es su número de cédula de identidad. Si no lo hace, el Registro lo comunica 
al Juez de la causa, el que podrá imponer "astreintes", hasta que se suministre la información requerida. De 
todos modos, aunque no se cuente con el número de la cédula de identidad, si se le comunicó sumariamente 
que se carece de ella, el Registro igual tiene que inscribir. De lo contrario, en determinados medios sociales 
donde el tema de la documentación es muy complicado, va a aparecer un montón de casos que no se van a 
poder inscribir. Entonces, vamos a terminar -como pasa tanto en la vida de este país- inscribiendo a aquellos 
que tienen totalmente claro todo y a los otros no. 


Lo común es que cuando el individuo demanda, y ya se fijó la pensión alimenticia provisoria, no tiene la 
menor idea del número de la cédula de identidad del otro. Y si el otro no se presenta y no contesta, eso queda 
así. Un juicio se hace sin que el otro se presente; el presentarse a un juicio en el que soy demandado es una 
carga y no una obligación. Es una cuestión que si no la hago simplemente puede ser gravosa para mí. No 
estoy obligado a presentarme en un juicio en el que me demandan; tengo la carga de presentarme. 


En esta circunstancia vamos a tener que fijar ese requisito, porque si no algunas inscripciones van a quedar 
afuera. Por lo tanto, he estado elaborando una redacción alternativa a los efectos de agregarla como 
inciso final al artículo 3*. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si el artículo se va a votar tal como está proponiendo el señor Presidente, no lo 
voy a acompañar. 


El caso que yo ponía más temprano era el que mencionaba la señora Diputada Tourné. Ejercí como abogado 
pura y exclusivamente en la Capilla de Fátima en el Cerro haciendo consultorio jurídico y se me consultaba 
por divorcios o pensiones alimenticias; fue lo único que hice. No comparto lo que aquí se dice, por la 
pregunta que formulé más temprano: ¿cuándo se gesta esa obligación? Obviamente, la forma más fácil de 
comprobarlo es cuando hay un matrimonio de por medio. Y si bien en la partida de matrimonio no consta el 
número de cédula de los contrayentes, sí figura en las actas. Es más; una de las cosas que te piden para 
casarte es que lleves la cédula. 


Por otra parte, me cuesta creer que cuando se va a comprobar que existe una obligación alimentaria por 
vínculos no legales, llámese concubinato, el Juez, de buenas a primeras, no tenga elementos probatorios de 
que hubo una relación concubinaria u otro tipo de vínculo que, eventualmente, lo iban a obligar a cumplir con 
esa pensión. Por eso creo que en todo ese proceso, antes de dictarse la sentencia, provisoria o definitiva, los 
datos filiatorios del obligado van a estar, y entre ellos se encontrará la cédula de identidad. 


De todos modos, reitero que voy a votar en forma negativa este artículo, por lo que se puede proceder a la 
votación, ya que seguramente saldrá aprobado por mayoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, propongo agregar al artículo 3" la siguiente redacción: "Si quien pide la 
inscripción no conoce el número de cédula de identidad del obligado deberá explicitar sumariamente esta 
circunstancia ante el Registro, el que deberá aceptar la inscripción. El Registro notificará en su domicilio al 
obligado, intimándolo por un plazo de cinco días a suministrar su número de cédula de identidad. Si vencido 
el término, el obligado no suministra la información requerida, el Registro lo comunicará al Juez de la causa, 
el que podrá imponer "astreintes" hasta que la referida información se suministre". 


SEÑOR LACALLE POU.- Debería decir: "Si el Juez no considera..." 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, "Si quien pide la inscripción...”, porque lo que hace el Juez es un oficio. El 
agregado dice: "Si quien pide la inscripción no conoce el número de cédula de identidad del obligado deberá 
explicitar sumariamente esta circunstancia ante el Registro, el que deberá aceptar la inscripción.(..)" 


SEÑOR CÁNEPA.- Es claro que la única hipótesis que se puede dar para no conocer la cédula de identidad 
del obligado es que este no se presente a la demanda o no se haga presente en el juicio. Estamos de acuerdo 
en que con cualquier otra hipótesis la cédula de identidad estaría a disposición del expediente. Por lo tanto, si 
el obligado no contesta la demanda pero va a la audiencia, en el acta que se labra en esa oportunidad debe 
constar la cédula de identidad. Entones, reitero que la única hipótesis en que este hecho se puede dar es 
cuando el demandado no se presenta al juicio. 


Por tanto, me parece que lo menos engorroso -aunque sé que la solución aportada por el señor Presidente es 
muy inteligente- sería exonerar al Registro de cumplir con el literal B) de este artículo en los casos en que el 
Juez haya emitido una sentencia o el obligado no se haya presentado a contestar la demanda. Creo que 
cuando el demandado no conteste la demanda y se tenga la causal de deudor alimentario, hasta que no se 
modifique esa situación, el Juez puede hacer el oficio sin tener la obligación de cumplir con el literal B) de 
este artículo. Digo esto porque me parece -aunque la solución propuesta por el señor Presidente técnicamente 
puede ser mejor- que no se puede cargar al Registro con la obligación de hacer una citación, un 
emplazamiento, cuando esto lo debería hacer el Juzgado. Creo que en el Senado se van a hacer algunos 
cambios en este sentido porque, a "estricto sensu", el Juzgado debería hacer el emplazamiento. Entonces, 
creo que esto debemos resolverlo a nivel del Juzgado y dejar claro que el Registro debe inscribir bajo la 
hipótesis A) con ciertos elementos y bajo la hipótesis B) con otros. El señor Presidente dijo -lo comparto- que 
debe quedar claro cuáles son los elementos que debe solicitar el Registro, porque después estos aplican lo 
establecido a rajatabla. Por lo tanto, creo que recopilar una información sumaria -por más que lo establezca la 
ley- puede generar muchos líos para el Registro. Reitero que creo que este tema debe resolverse a nivel de 
Juzgado. 


Entonces, entendiendo la preocupación del señor Presidente, propongo una solución diferente pero con el 
mismo fin. 


SEÑOR ORTUÑO.- Solicito un intermedio para tratar de unificar la redacción de este aditivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 


Continúa la sesión. 


La nueva redacción del liberal B) del artículo 3” dice: "B) Número del documento de identidad del obligado. 
No obstante, si de las actuaciones judiciales no surgiera éste o el actor lo desconociere, el Juzgado hará 
constar este hecho y ordenará la inscripción". 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 


(Se vota). 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR ORTUÑO.- Repartí una propuesta de modificación de los artículos 5* y 6 que pediría que 
pudiéramos considerar en bloque. De alguna manera, en ellos se toman en cuenta las dudas que se plantearon 
en la sesión pasada sobre la formulación del articulado, tal como lo veníamos considerando. 


En primer lugar, estaba planteada la duda de si, con el mecanismo que se establecía, no se estaría 
encareciendo el crédito o generando costos para el solicitante en general. Por tanto, había una preocupación 
que nos pareció de recibo y que tratamos de subsanar con la modificación que estamos presentando y que 
repartimos a todos los integrantes de la Comisión para que la tengan sobre la mesa y podamos considerarla 
rápidamente. 


La segunda cuestión que se planteaba y que nos pareció totalmente de recibo era que en el artículo 6* no se 
colocara la responsabilidad de la solicitud ante el Registro de la comprobación de que no se estaba incluido 
en él a los particulares. Esto se veía como agregar un trámite y un costo mayor a quienes puedan ser 
eventuales proveedores del Estado, por lo que habría que colocar esa responsabilidad en la propia 
Administración; esto nos parecía bastante más lógico y justo. Inclusive, consultando la legislación comparada 
que nos aportaron los becarios del PNUD, veíamos que en otros países se colocaba esa responsabilidad en la 
Administración y, por tanto, su eventual costo. En ese sentido es que proponemos la modificación del 

artículo 6”. 


El artículo quedaría de la siguiente manera: "Artículo 6: (Proveedores del Estado y de Personas Públicas no 
estatales).- El Estado, los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, así 
como las personas públicas no estatales deberán solicitar información al Registro de Actos Personales 
Sección Interdicciones previo a contratar con sus proveedores, a fin de conocer si éstos figuran inscriptos 
como deudores alimentarios. En ese caso, no podrán contratar con ellos hasta tanto se levante la referida 
inscripción. La solicitud de información registral alcanza a los directivos de las personas jurídicas que sean 
proveedoras del Estado, quedando prohibida la contratación con éstas en caso de que sus directivos figuren 
inscriptos como deudores alimentarios.- La omisión del funcionario público encargado o, en su caso, del 
dependiente de la correspondiente persona pública no estatal, aparejará las correcciones disciplinarias y las 
sanciones previstas en su respectivo estatuto". 


Con esta propuesta tratamos de llegar a un consenso sobre los aspectos que resultaron más controversiales 
durante la sesión pasada. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el artículo 6” surge un tema que ya se había planteado en la sesión anterior; me 
refiero a lo relacionado a la palabra "directivos". Me parece que el texto debería decir: "En ese caso, no 
podrán contratar con ellos hasta tanto se levante la referida inscripción. La solicitud de información registral 
referida alcanza a Directores, Directoras, Administradores o Administradoras de las personas jurídicas 
proveedoras del Estado, a los efectos y con las consecuencias señaladas precedentemente". Ya se había 
señalado anteriormente que si figuran inscriptos como deudores alimentarios no podrán contratar hasta tanto 
no se levante la referida inscripción. Además, en todos lados, cuando hay un masculino, debería figurar un 
femenino. 


SEÑOR LACALLE POU.- Cuando se intercambia sanamente, se pueden rever las posiciones de los distintos 
partidos políticos. Creo que es bueno y así se llega a mejores soluciones; históricamente, así sucedió en esta 
Comisión. 


En el artículo 6” estamos utilizando la palabra Estado con dos alcances diferentes; uno en un sentido ya de 
por sí amplio -al menos en el Uruguay no se estila que el Estado incluya estos seis sistemas orgánicos- y el 
otro alcanza a los Gobiernos Departamentales, entes autónomos y servicios descentralizados. El mismo 
término se utiliza con dos acepciones en la misma ley. 


Lo mismo opino sobre establecer Directores y Directoras y Administradores y Administradoras. No se 
estipula así en el Derecho uruguayo, con lo cual, si en este caso establecemos el masculino y el femenino, 
estaríamos indicando que en el Derecho vigente, donde dice Directores, se refiere sólo a los masculinos. Las 
leyes se insertan en el contexto y no se podría establecer así. El giro gramático que establece el señor 
Diputado Salsamendi me parece perfecto para que alcance a las personas que se quiera. Lo que yo no pondría 
es el último inciso del artículo 6” porque eso ya está incluido dentro de las omisiones de un funcionario 


público y las razones por las cuales se le puede iniciar un sumario. Yo no agregaría eso porque es incluir una 
nueva causal específica para este caso, que ya está prevista en los deberes inherentes a los funcionarios 
públicos que son quienes deben cumplir con el control. 


SEÑOR CÁNEPA.- Estoy de acuerdo con que el artículo 5" resuelve un tema que se planteó en la discusión 
de la sesión pasada, y creo que es una muy buena solución. 


Si bien lo que voy a plantear puede ser reiterativo, al inicio del artículo 5 se expresa: "Las entidades 
financieras comprendidas por el Decreto-Ley_N* 15.322 (...)", y más adelante, en el agregado que hace el 
Diputado Ortuño, para solucionar el problema que apreciamos en la sesión pasada, se dice: "Los eventuales 
costos que insumiera dicha operativa, serán de cargo de las entidades financieras o de las emisoras de las 
tarjetas de crédito (...)". Creo que deberíamos repetir "las entidades financieras comprendidas por el Decreto- 
Ley N” 15.322", para especificar quiénes son las que tienen la obligación, porque están establecidas 
legalmente. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Podemos referirnos a las instituciones de intermediación financiera. 


SENOR CANEPA.- Aunque suene repetitivo, propondría ese agregado para que luego no pueda haber una 
interpretación en cuánto a qué entidades financieras alcanza o no, lo que es un tema sensible, porque aquí 
estamos haciendo una inversión de los costos refiriéndonos a quién debe asumirlos. 


A la vez, en el artículo 6” comparto la solución dada por el Diputado Salsamendi y creo que la redacción 
propuesta por el Diputado Ortuño es mucho mejor que la que teníamos y resuelve correctamente el problema. 
Yo soy de los que sostuvo la otra posición, pero los compañeros de la Comisión -e inclusive el trabajo 
realizado por los becarios del PNUD con respecto a la legislación comparada- me convencieron de que la 
mejor solución era que el propio Estado asumiera el costo, cuando estamos hablando de contrataciones a 
través de proveedores. 


Creo que tiene razón el señor Diputado Lacalle Pou porque a veces en las leyes el término "Estado" implica 
distintas acepciones -aunque me da la sensación de que en el caso del artículo 6* queda bastante claro en qué 
sentido está utilizada la palabra- y la interpretación se hace de acuerdo al contexto. Aquí podemos darnos 
cuenta de que "Estado" puede hacer referencia a una persona jurídica que posee sistemas orgánicos, es decir 
al Estado como persona pública menor o mayor. De todos modos, creo que igual queda claro y entendible en 
qué acepción está utilizada la palabra "Estado" en cada una de las circunstancias planteadas en el artículo 6”. 


SEÑOR LACALLE POU.- Comparto con el señor Diputado Salsamendi que el artículo 5” se refiere a las 
instituciones de intermediación financiera. 


Para no reiterar lo que decía el señor Diputado Cánepa, propongo que en el artículo 5” se exprese: "Los 
eventuales costos que insumiera dicha operativa, serán de cargo de las instituciones mencionadas 
precedentemente o de las emisoras de tarjetas de crédito, según corresponda". 


Creo que al referirme al artículo 6% no expliqué bien que se usa la palabra Estado tres veces. Primero figura 
entre paréntesis; el artículo comienza refiriéndose a: "El Estado, los Gobiernos Departamentales (...)", 
etcétera, y luego, antes de finalizar el primer inciso dice: "La solicitud de información registral alcanza a los 
directivos" -lo que se cambiaría, según propone el Diputado Salsamendi- "de las personas jurídicas que sean 
proveedoras del Estado (...)". En este último caso, si interpretamos el término "Estado" como se debe, se deja 
afuera a los Gobiernos Departamentales, entes autónomos y servicios descentralizados. Entonces, deberíamos 
referirnos a "jurídicas que sean proveedoras de los organismos mencionados precedentemente", o "en este 
mismo artículo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proponer una cuestión de método: discutamos primero el artículo 5 y luego 
pasemos al siguiente. 


En discusión el artículo 5". 
SEÑORA TOURNÉ.- Intentando un resumen de lo escuchado, todos estamos de acuerdo con la modificación 


que se introdujera para aclarar de qué tipo de entidades financieras estamos hablando. Nos referimos a "Las 
entidades financieras comprendidas por el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982 (...)". 


(Diálogos) 
Léase el artículo 5” tal como quedaría redactado. 
(Se lee:) 


"Artículo 5”. (Solicitud de cuentas bancarias y tarjetas de crédito).- Las entidades financieras comprendidas 
por el Decreto-Ley_N? 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y las emisoras de tarjetas de crédito, deberán 
solicitar información al Registro Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, antes del 
otorgamiento o renovación de créditos, apertura de cuentas bancarias, emisión y renovación de tarjetas de 
crédito. Los eventuales costos que insumiera dicha operativa, serán de cargo de las entidades financieras 
referidas o de las emisoras de las tarjetas de crédito. La omisión de este requisito o el otorgamiento cuando el 
solicitante se encontrare inscripto como deudor en el Registro Nacional de Actos Personales, Sección 
Interdicciones, hará solidariamente responsable a la entidad financiera por el monto de la obligación 
alimentaria no cumplida, sin perjuicio de las sanciones pecuniarias que determine el Banco Central del 
Uruguay (BCU) por su omisión". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 6”. 


SEÑOR ORTUÑO.- Estoy de acuerdo en quitar el último inciso de la propuesta que hiciéramos del 
artículo 6”, de acuerdo con lo que planteaba el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Entonces, la redacción del artículo 6” podría ser la siguiente: 

"Artículo 6”. (Proveedores del Estado y de Personas Públicas no estatales). El Estado, los Gobiernos 
Departamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, así como las personas públicas no estatales 
deberán solicitar información al Registro de Actos Personales Sección Interdicciones, previo a contratar con 
sus proveedores, a fin de conocer si estos figuran inscritos como deudores alimentarios. En ese caso, no 
podrán contratar con ellos hasta tanto se levante la referida inscripción. La solicitud de información registral 
referida alcanza a directores o administradores de las personas jurídicas proveedoras del Estado a los efectos 
y con las consecuencias prescritas precedentemente en este artículo". 


SEÑOR LACALLE. - Reitero que estamos repitiendo la palabra "Estado" tres veces en el mismo artículo, con 
dos significados distintos. Sugeriría cambiar la redacción. No establecer "Estado" sino a quiénes abarca, es 
decir, la Administración Central, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los organismos del artículo 220 de la 
Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La expresión "El Estado, los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados" es utilizada en muchas leyes y tiene un contenido bastante específico. Yo creo 
que hay que dejarlo así. 


SEÑOR LACALLE POU.- Está bien; no me convence pero no voy a hacer cuestión. Lo que no podemos 
establecer donde dice "(...) que sean proveedoras del Estado (...)" es la expresión "del Estado" nuevamente, 
porque estaríamos dejando afuera a los Gobiernos Departamentales, entes autónomos y servicios 
descentralizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Alcanzaría con establecer "(...) de las personas jurídicas proveedoras (...)", entonces 
quedaría de la siguiente manera: "(...) La solicitud de información registral alcanza a los directivos de las 
personas jurídicas proveedoras (...)". 


SEÑOR CÁNEPA.- Según lo que leyó el señor Diputado Salsamendi, estamos de acuerdo en la redacción 
hasta donde dice: "(...) En este caso, no podrán contratar con ellos hasta tanto se levante la referida 
inscripción.” Luego continúa "La solicitud de información registral referida alcanza" -como dijo el señor 
Diputado Salsamendi- "a directores o administradores de las personas jurídicas proveedoras del Estado a los 


efectos y con las consecuencias prescritas precedentemente en este artículo". Creo que la redacción original 
es mejor, porque dice "(...) quedando prohibida la contratación con estas en caso de que sus directores o 
administradores figuren inscritos como deudores alimentarios", porque al principio del artículo, donde dice 
"El Estado, los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, así como las 
personas públicas no estatales deberán solicitar información al Registro de Actos Personales Sección 
Interdicciones previo a contratar con sus proveedores, a fin de conocer si estos figuran inscritos (...)" no se 
diferencia la palabra "proveedores" como persona física o jurídica y en la segunda parte del artículo se 
especifica que no solo alcanza a la persona jurídica sino que también tiene que estar incluida la persona física 
administrador y director. Entonces, habría que repetir la sanción. Por eso creo que la redacción original es 
más exacta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


Entonces, el artículo 6” quedaría redactado de la siguiente manera: "Artículo 6”. (Proveedores del Estado y de 
Personas Públicas no estatales).- El Estado, los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, así como las personas públicas no estatales deberán solicitar información al Registro 
Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, previo a contratar con sus proveedores, a fin de 
conocer si estos figuran inscriptos como deudores alimentarios. En ese caso, no podrán contratar con ellos 
hasta tanto se levante la referida inscripción. La solicitud de información registral referida alcanza a 
directores o administradores de las personas jurídicas proveedoras, quedando prohibida la contratación con 
estas, en caso de que sus directores o administradores figuren inscriptos como deudores alimentarios”. 


(Diálogos) 
SEÑOR SALSAMENDI.- La redacción quedaría así: "En ese caso, no podrán contratar con ellos hasta tanto 
se levante la referida inscripción. La solicitud de información registral referida alcanza a Directores o 


administradores de las personas jurídicas proveedoras, quedando prohibida la contratación con estas en caso 
de que los mencionados Directores o administradores figuren inscriptos como deudores alimentadores". 


(Diálogos) 


SEÑOR LACALLE POU.- Quedaría mejor "sus Directores o administradores" en lugar de "los mencionados 
Directores o administradores". 


SEÑOR ORTUÑO.- Tiene razón el señor Diputado Lacalle Pou, queda mejor. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene razón. 

El segundo inciso no va. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 7. 

Allí dice: "(Modificaciones al Registro).- La inscripción en el Registro tendrá una duración de cinco años. 
Transcurrido dicho plazo se dará de baja de oficio el registro del moroso". Me parece que esto está mal 
redactado. Tendría que decir: "La inscripción en el registro tendrá una duración de cinco años, transcurridos 
los cuales se procederá a la baja de oficio". 

SEÑORA TOURNÉ.-- Si el sujeto es "la duración”, debería decirse: "transcurrida la cual". 

(Diálogos) 


———O también "transcurrido dicho plazo". 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, queda: "transcurrido dicho plazo, se dará de baja de oficio". 
Luego sigue: "El Juez, a pedido de parte, ordenará la reinscripción si comprobare que se continúan 
configurando los extremos establecidos en el artículo 2* de esta ley.- Cuando se acredite el pago de la deuda 


alimentaria, o a pedido de quien hubiera requerido la inscripción, el Juez dispondrá la baja del Registro". 


(Diálogos) 


Habría que establecer: "El Juez ordenará, de inmediato, la reinscripción si comprobare que se continúan 
configurando (...)". 


SEÑOR LACALLE POU.- Me quiero referir al momento en el que se tiene que dar la baja, no cuando hay 
que reinscribir. 


(Diálogos) 


Cuando transcurre el plazo de cinco años, se da la baja de oficio; también cuando se acredite el pago. 
Esas son las dos razones que implican que se salga de ese Registro, pero habría que establecer un plazo. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahí dice: "Cuando se acredite el pago de la deuda alimentaria, o a pedido de quien 
hubiera requerido la inscripción, el Juez da la baja del Registro". Habría que agregar: "de inmediato". 


La Secretaria dará lectura al artículo 7”, con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


"(Modificaciones al Registro).- La inscripción en el Registro tendrá una duración de cinco años. Transcurrido 
dicho plazo se dará de baja de oficio.- El Juez, a pedido de parte, ordenará la reinscripción si comprobare que 
se continúan configurando los extremos establecidos en el artículo 2* de esta ley.- Cuando se acredite el pago 
de la deuda alimentaria, o a pedido de quien hubiera requerido la inscripción, el Juez dispondrá de inmediato 
la baja del Registro". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Los señores Diputados proponen que quien habla sea el miembro informante. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica el agradecimiento de esta Comisión a los muchachos del PNUD 
que han hecho una investigación de Derecho Comparado que ha sido muy útil a los efectos del tratamiento de 
este proyecto de ley. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


